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Sr. Juez Federal: 

María Laura Roteta, titular de la Fiscalía Federal nro.1 de La 

Plata con competencia electoral en la Provincia de Buenos Aires, me presento ante 

el juzgado federal en las presentes actuaciones “CNE 9705/2025”, y digo: 

I. Se corrió vista a esta fiscalía (a las 17:30 del 6/10/25) en virtud 

de las renuncias presentadas por José Luis Espert, primer candidato titular, Lucia 

Elizabeth Benardoni, trigésimo cuarta candidata titular, y María Gabriela Gobea, 

quinta candidata suplente, todos ellos por la Provincia de Buenos Aires de la alianza 

La Libertad Avanza, a fin de expedirnos sobre el cumplimiento de la paridad de 

género (art. 37 segundo párrafo C.N., art. 60 bis del Código Electoral Nacional 

(CEN), art. 57 primer párrafo de la ley 23.298). 

II. Los Dres. Alejandro Ángel Carrancio, Juan Esteban Osaba y 

Luciano Martin Gomez Alvariño, en carácter de apoderados de la alianza La 

Libertad Avanza, solicitaron que conforme lo establecido por el art. 7 del Decreto 

171/2019, se disponga la adecuación del orden de la lista mediante el corrimiento 

ascendente por género de las candidatas mujeres a partir del orden número 34 y de 

los candidatos varones, a partir de Diego César Santilli, quien se propone que ocupe 

el orden número uno (1) de la lista. 

Agregaron que en caso de que el juez federal resuelva adoptar 

una solución distinta a la solicitada por la alianza, realizando un corrimiento 

ascendente de la candidata de distinto género que ocupa el orden número dos de la 

lista de titulares, se violarían los requisitos de conformación paritaria conforme el 

artículo 60 bis del CEN pues en ese caso quedarían eventualmente dos candidatos 

del mismo género en órdenes consecutivos ya que, junto con la renuncia de 

Espert, se agregaron las renuncias de las candidatas Bernardoni y Gobea. 

III. Para analizar la cuestión traída a estudio hay que recordar 

que en el año 2017 se sancionó la Ley 27.412 de Paridad de Género en el ámbito de 

la representación política. 

Esta ley modificó el artículo 164 del Código Nacional Electoral 

y estableció un sistema de reemplazos en caso de vacancia de un diputado/a nacional 



 

 

 

por muerte, renuncia, separación, inhabilidad o incapacidad permanente, por otro/a 

candidatos/as de su mismo sexo que figuren en la lista.  

Sin embargo, la norma no contempló la situación de las 

vacancias de diputados/as nacionales generadas entre la oficialización de las listas 

y la elección, situación que fue abordada por el Poder Ejecutivo Nacional mediante 

el dictado del Decreto 171/2019. 

El artículo 7 del mencionado decreto establece que: “Cuando un 

precandidato o precandidata o un candidato o candidata oficializado u oficializada 

falleciera, renunciara, se incapacitara permanentemente o fuera inhabilitado por 

cualquier circunstancia antes de la realización de las elecciones Primarias, 

Abiertas, Simultáneas y Obligatorias o de las elecciones generales, será 

reemplazado por la persona del mismo género que le sigue en la lista, debiendo 

realizar la agrupación política o en su caso la Justicia Electoral, los corrimientos 

necesarios a fin de ordenarla respetando los requisitos de conformación paritaria 

establecidos en el artículo 60 bis del Código Electoral Nacional aprobado por la 

Ley Nº 19.945 (t.o. por Decreto N° 2135/83) y sus modificatorias…”. 

Mediante resolución PGN 22/19, del 29 de marzo de 2019, el Sr. 

Procurador General de la Nación interino instruyó a los/las fiscales a fin de que 

adopten todos los recaudos para dar estricto cumplimiento a lo previsto en la Ley nº 

27.412 y su decreto reglamentario. Explicó allí que desde la Procuración General de 

la Nación se ha mantenido una línea al respecto, que se verifica desde la primera 

instrucción brindada por el entonces procurador al momento de sancionarse la ley 

24.012 y el decreto 379/93 (allí se estableció, en resumidas cuentas, el primer cupo 

mínimo de participación de mujeres en las candidaturas a cargos electivos.) 

El primer párrafo del artículo 60 bis del Código Nacional 

Electoral, por su parte, establece que las listas de candidatos/as a Diputados/as 

Nacionales deben integrarse ubicando de manera intercalada a mujeres y varones 

desde el/la primer/a candidato/a titular hasta el/la último/a candidato/a suplente. 

Es crucial para la interpretación del caso comprender que toda 

esta normativa debe entenderse de manera armónica para el fin que fue creada: 

generar acciones afirmativas de los principios constitucionales que rigen sobre la 

materia. Estos no son otros que el principio de representación basado en la soberanía 

popular y en el régimen político repúblicano (cf. arts.1, 22 y 33 CN) y el principio 

de igualdad real de oportunidades entre varones y mujeres para el ejercicio de cargos 
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públicos electivos consagrado en el art. 37 de la Constitución Nacional que 

textualmente establece, en su segundo párrafo: “La igualdad real de oportunidades 

entre varones y mujeres para el acceso a cargos electivos y partidarios se garantizará 

por acciones positivas en la regulación de los partidos políticos y en el régimen 

electoral”.   

Este principio se complementa con el art. 75, inc. 23 CN que 

dispone como facultad del Congreso de la Nación la de: “legislar y promover 

medidas de acción positiva que garanticen la igualdad real de oportunidades y de 

trato, (…) en particular respecto de (…) las mujeres (…)”. 

A su vez, es integrador del bloque constitucional destinado a 

lograr igualdad de oportunidades y erradicar la discriminación y violencia contra las 

mujeres. La Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de 

Discriminación contra la Mujer (CEDAW, por sus siglas en inglés) dispone: “Los 

Estados partes tomarán todas las medidas apropiadas para eliminar la 

discriminación contra la mujer en la vida política y pública del país y, en particular, 

garantizarán a las mujeres,  en igualdad de condiciones con los hombres el derecho 

a: “a)... ser elegible para todos los organismos cuyos miembros sean objeto de 

elecciones públicas; b) Participar en la formulación de las políticas 

gubernamentales y en la ejecución de éstas y ocupar cargos públicos y ejercer todas 

las funciones públicas en todos los planos gubernamentales…” (art. 7). 

A su vez, la Convención Interamericana para Prevenir, 

Sancionar y Erradicar la violencia contra la Mujer (Convención de Belém Do Pará), 

garantiza el ejercicio libre y pleno de los derechos políticos de las mujeres, a una 

vida política libre de violencia y a participar en los asuntos públicos y políticos en 

condiciones de igualdad con los varones (art.4). 

Como se observa, nuestro país ha seguido los principios 

consagrados en el orden internacional que, en materia electoral y de partidos 

políticos, establecen con claridad una participación igualitaria y sin 

discriminaciones fundadas en estereotipos de género. En esta línea, a las dos 

convenciones específicas se suman la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos y el Pacto de Derechos Civiles y Políticos. 



 

 

 

Estos principios imponen a los Estados remover los obstáculos 

existentes para lograr -hacer efectiva- la realización de esos derechos; en este caso, 

una participación política igualitaria basada en la no discriminación y libre de 

violencia. Se trata de llevar a cabo acciones afirmativas para revertir la postergación 

histórica de las mujeres, un grupo desventajado, en el ámbito de la representación 

política y así tender a reparar las desigualdades estructurales existentes entre 

varones y mujeres. En otras palabras, garantizar un acceso real de oportunidades 

a las mujeres en los lugares de toma de decisiones.  

Precisamente para cumplir con las obligaciones internacionales 

asumidas por el Estado Argentino y los principios explicados del bloque 

constitucional, el Congreso de la Nación sancionó la Ley de Paridad de Género n° 

27.412. Los principios que fueron su génesis colocan a la ley como una acción 

positiva (dentro de una gran gama que el Estado debería proveer) para tratar de 

equilibrar la situación de un grupo de la sociedad históricamente postergado en 

materia de participación política, como bien interpreta el Dr. Dalla Vía en su voto 

en el Expte. Nº CNE 6459/2019/CA1, resuelto el 24/10/2019.  

El debate parlamentario, es una muestra clara de esta intención 

de quienes la legislaron (se destaca que todas las parlamentarias mujeres, sin 

distinción alguna del partido, votaron por esta ley). 

El decreto 171/2019 también responde a este espíritu. En su 

considerando, se proclama reglamentario -art.75, inc. 22 CN- del art. 37 de la 

Constitución Nacional y de la Convención CEDAW. Establece que Argentina fue 

pionera en lograr acciones positivas tendentes a garantizar la igualdad real de 

condiciones para que las mujeres fueran elegidas en cargos públicos (a través de la 

ley 24.012 del año 1991), donde se enmarca luego la ley 27.412 y el decreto en 

cuestión. 

Por eso, a la hora de interpretar el art. 7 del decreto 171/2019 y 

el art. 164 del CNE introducido por la ley 27.412 no puede desconocerse el espíritu 

de los/las legisladores/as que le dieron nacimiento, que no es otro que el 

cumplimiento de los principios constitucionales que rigen en esta materia.  

Como adelantamos, el debate parlamentario es una muestra clara 

de cuanto aquí se señala y permite vislumbrar que el propósito de los/as 

legisladores/as fue el de garantizar una participación política paritaria, sustantiva y 

no meramente formal de las mujeres, orientada a remover los obstáculos históricos 
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que impidieron la plena igualdad entre varones y mujeres en los espacios de decisión 

política.  En ese sentido ha buscado: “poner en ejecución uno de los mandatos más 

claros de la Constitución Nacional reformada en el año 94, que tiene la manda 

clara de acciones concretas para garantizar la igualdad de oportunidades de 

hombres y mujeres, en este caso en el Poder Legislativo” (cf. Senado de la Nación, 

6ª sesión ordinaria, 19 de octubre de 2016, intervención de la senadora Odarda); 

“como un primer paso en la búsqueda de la ampliación de los derechos que están 

pendientes” (cf. ob. cit., intervención del senador Naidenoff). 

Las intervenciones producidas en el trámite del debate son, como 

dijimos, ilustrativas. Por ejemplo, la senadora Riofrío explicó que: “la ley de cupo, 

que debió ser un piso, terminó siendo un techo”, obviando las provincias la frase del 

texto normativo que obligaba a poner a las mujeres en lugares expectantes. A su 

vez, la senadora destacó durante su intervención que no se puede negar que 

usualmente: “la mayoría de las listas están encabezadas por varones y que cuando 

alguno se va de este lugar hacia otro, en general es por muerte o porque va a jugar 

una candidatura superior. Y habitualmente la segunda es mujer” (el destacado me 

pertenece).  

Al respecto, la CSJN ha señalado que la igualdad no puede 

entenderse únicamente como no discriminación sino también: “desde una 

perspectiva estructural que tiene en cuenta al individuo en tanto integrante de un 

grupo. El análisis propuesto considera el contexto social en el que se aplican las 

disposiciones, las políticas públicas y las prácticas que de ellas se derivan, y de qué 

modo impactan en los grupos desventajados, si es que efectivamente lo hacen” 

(Fallos 340:1795, (12/12/2017), “Castillo”, cons. 18°). 

En consecuencia, hacer lugar a la petición de la alianza 

implicaría desconocer, a criterio de la fiscalía, que las disposiciones del art. 164 del 

CNE y del decreto 171/19 (art. 7) se tratan de acciones afirmativas y concretas para 

revertir situaciones de desigualdad estructural de las mujeres en la participación 

política del país para ocupar cargos electivos, en este caso legislativos.  

No se trata de normas inconstitucionales, sino de normas que 

deben ser interpretadas en el contexto de su constitucionalidad, el que se viene 

explicando. Por estas razones, citando nuevamente el voto del Dr. Dalla Vía, la 



 

 

 

aplicación directa de la pauta de sustitución por personas del mismo género no 

puede utilizarse sin considerar su contexto constitucional, las particularidades de 

cada distrito y, agregamos aquí, las particularidades de cada caso (Expte. Nº CNE 

6459/2019/CA1, resuelto el 24/10/2019).  

Las particularidades de este supuesto en concreto refieren a la 

renuncia del primer candidato titular a diputado nacional junto con la de dos 

candidatas mujeres (una titular y una suplente). A nuestro juicio, resultan de 

aplicación las pautas de interpretación sentadas por el fiscal interino ante la Cámara 

Nacional Electoral en un caso reciente que presenta aristas similares. Haciéndose 

eco de cuanto aquí se pone de relieve, y al discutir el alcance de las normas que aquí 

se invocan, vinculado con la integración de listas, el fiscal sostuvo que “la 

denominada ley de paridad ha sido el último mojón legislativo en materia de 

derechos y participación política de las mujeres que recogió una serie de principios 

constitucionales y convencionales que suponen un fortalecimiento de los estándares 

de participación y acceso a los cargos públicos, sobre la base de acciones 

afirmativas tendientes a reparar desigualdades estructurales entre varones y 

mujeres en este ámbito y, por mandato constitucional, no pueden resultar, sea un 

abstracto, sea en su aplicación concreta, como una regresión para, justamente, los 

derechos que pretende promover, desarrollar y expandir” (ver dictamen de la 

Fiscalía Nacional Electoral del 25 de noviembre de 2024 en caso “Nora, Dalila 

Verónica y otros c/Garramuño, Ricardo Juan y otro s/amparo – c/Honorable Cámara 

de Diputados de la Nación” (Expte. Nº CNE 13245/2024/CA1)” recogido en el 

e.book donde se recopilaron distintos fallos de la materia electoral que versan sobre 

cuestiones de género: “Perspectiva de género en las sentencias judiciales. Derechos 

electorales de las mujeres”, Dirección General de Políticas de Género, Fiscalía 

Nacional Electoral, Fiscalía Federal N° 1 de La Plata, Ministerio Público Fiscal, 

2025). 

Como hemos expuesto, una interpretación armónica del artículo 

164 del CNE (ley 27.412) y art. 7 del decreto 171/2019, impide hacer lugar a la 

propuesta efectuada por la alianza en este caso concreto. Frente a la renuncia del 

primer candidato varón de la lista, correspondería efectuar un corrimiento 

ascendente de todos/as los/as candidatos/as a diputados/as nacionales en el orden 

originalmente presentado, con sus respectivas alternancias, a partir de la candidata 

Karina Celia Vázquez (orden n° 2), titular del DNI 20.831.412, ubicando a la 

nombrada en primer lugar. 
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Ello por cuanto esa sería la interpretación que priorizaría el 

derecho de los/las titulares. En este caso, el derecho de la titular en segundo orden 

de la lista, priorizado por sobre el lugar de aquel que se encuentra tercero.  

Pero, principalmente, por cuanto esta interpretación es la que se 

integra con los principios constitucionales desarrollados y con el espíritu de la ley y 

del decreto. Como hemos dicho, el objetivo fue garantizar la igualdad de género en 

los órganos legislativos para revertir las desigualdades estructurales entre varones y 

mujeres en el ejercicio de derechos políticos. Una acción afirmativa para lograr un 

accionar progresivo del Estado tendiente a remover los obstáculos hacia una mayor 

participación (y así revertir la subrepresentación de las mujeres en el cuerpo 

legislativo).  

De manera complementaria para lograr ese fin, se estableció el 

modo en que debía ocurrir el reemplazo (art. 164 CNE y art. 7 del decreto). Esta 

fórmula, a criterio de la fiscalía, sólo puede ser interpretada como vía afirmativa 

para lograr el principio de igualdad de género del art. 37 de la CN. Pues “evita la 

posible vulneración de derechos que podría generarse en caso de renuncia, 

separación, inhabilidad o incapacidad de un parlamentario, modalidad que ha sido 

repetida, en diversas circunstancias en el ámbito del poder legislativo a raíz de las 

denominadas “candidaturas testimoniales” en las que resultaba electa una mujer y, 

posteriormente, ante la renuncia, ya pactada, ascendía un hombre quien, en 

definitiva, ejercía el mandato, quedando nuevamente postergadas las mujeres de 

participar del parlamento” (MARTINEZ VAZQUEZ, Estela, “Un hito en la lucha 

por la igualdad de género: Análisis de la Ley de Paridad de Género en el Ámbito de 

la Representación Política y de su Decreto Reglamentario, publicado en “Revista 

Jurídica de la AMFJN” el 5 de junio de 2019). 

La norma no garantiza, a criterio de esta parte, una aplicación 

estricta de un criterio de paridad. Esto, en su caso, sólo podría garantizarse con 

criterios de paridad -también estrictos- de cómo deberían encabezarse las listas, 

máxime cuando éstas resultan impares. La norma, repetimos una vez, es una acción 

afirmativa de cómo deben realizarse los reemplazos para evitar que los grupos 

históricamente discriminados, como las mujeres en la arena política, continúen 

relegados mediante candidaturas meramente testimoniales.  



 

 

 

Para graficar el punto, parece útil mencionar aquí que, pese a la 

normativa citada, actualmente del total de 257 diputados/as, 147 son varones y 110 

son mujeres. En otras palabras, la descripción resulta demostrativa de que la 

alternancia no garantiza paridad estricta de género. Muestra de ello es que, para la 

próxima elección, en el ámbito de esta jurisdicción, se presentaron catorce listas de 

diputados/as nacionales, de las cuales sólo tres estarían encabezadas por mujeres. 

Es que una cuestión son las listas paritarias y otra la existencia 

de un criterio de paridad estricta (paradójicamente el que se pretende utilizar para 

interpretar los artículos en danza en un contexto que no es ni el actual ni el que 

presenta el caso). Como señala Dalla Vía: “Si bien la aplicación estricta de un 

criterio de paridad pareciera autorizar esa solución, no puede soslayarse que, como 

se dijo, ello contraría -en el singular caso que aquí se presenta- el propósito final de 

la ley citada, que es la protección de la mujer en cuanto a las oportunidades efectivas 

de acceder a cargos públicos electivos.” (Expte. Nº CNE 6459/2019/CA1, resuelto 

el 24/10/2019) 

Esto es lo que ocurre en el caso, que tiene ribetes puntuales, 

porque, como hemos dicho, junto con la renuncia del candidato Espert se sumaron 

las repentinas y casuales renuncias de dos mujeres (cuyos textos llamativamente 

resultan idénticos). Con esta situación se pretende condicionar la alternancia en 

sentido estricto, a menos que se haga lugar a la petición de la alianza en los términos 

en que se formuló.  

Para finalizar, la interpretación que aquí se propone no es otra 

que la conclusión que puede extraerse en términos armónicos y sistemáticos de los 

principios constitucionales desarrollados y las normas que nacieron para hacerlos 

efectivos. Esta interpretación se impone también por el imperio de la debida 

diligencia reforzada que pesa sobre los Estados y sobre el sistema de administración 

de justicia como parte de éste al interpretar las leyes en materia de desigualdad y 

violencia de género. 

Se trata aquí, como hemos dicho, y en palabras de nuestro fiscal 

general interino, de la obligación supralegal, e incluso del mandato institucional 

dentro del Ministerio Público Fiscal, con arreglo a la instrucción invocada y a los 

lineamientos pacíficos de la máxima autoridad de este organismo, de  realizar 

“acciones afirmativas tendientes a reparar desigualdades estructurales entre 

varones y mujeres en este ámbito y, por mandato constitucional, no pueden resultar, 

sea un abstracto, sea en su aplicación concreta, como una regresión para, 
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justamente, los derechos que pretende promover, desarrollar y expandir” (ver 

dictámen de la Fiscalía Nacional Electoral ya citado).  

Hacer lugar a la petición de la alianza arrojaría un resultado que, 

contrariamente a cuanto se erige como deber de esta representación, conllevaría al 

aumento de la brecha de género en el ámbito parlamentario, en detrimento del 

espíritu constitucional y contradictorio con el espíritu de la ley 27.412 pues acceder 

a la petición en los términos en que se solicitó, agrandaría la brecha que la ley de 

paridad de género pretendió achicar. 

En otras palabras, hacer lugar a lo peticionado implicaría tolerar 

que el remedio (paridad) se vuelva en contra del propio colectivo protegido. Por eso 

cuando la solución contraría el espíritu de la ley -es decir cuando no beneficia al 

colectivo vulnerado que se intenta proteger- en un contexto en el que, como hemos 

explicado, no se ha alcanzado una paridad estricta, una interpretación como la que 

se pretende podría representar una perspectiva desfavorable hacia las mujeres.  

IV. Por lo expuesto, esta fiscalía entiende, de conformidad con 

lo sostenido por el fiscal general interino en “Nora, Dalila Verónica y otros 

c/Garramuño, Ricardo Juan y otro s/amparo”, que compartimos y resulta conteste 

con las Res. PGN 22/2019, que no corresponde hacer lugar a lo peticionado por la 

alianza y, en cambio, se efectúe un corrimiento ascendente de todos/as los/as 

candidatos/as a diputados/as nacionales en el orden originalmente presentado, con 

sus respectivas alternancias, a partir de la candidata Karina Celia Vázquez (orden 

n° 2), titular del DNI 20.831.412 que, de compartirse el análisis aquí efectuado, 

deberá quedar en primer lugar. 

         Fiscalía Federal n° 1 de La Plata, octubre de 2025. 
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Expediente Número:  CNE - 9705/2025/1  Autos: 

Incidente Nº 1 - AGRUPACION POLITICA: ALIANZA

LA LIBERTAD AVANZA - DISTRITO BUENOS AIRES

s/RECURSO DE APELACIÓN   Tribunal: / CAMARA

NACIONAL ELECTORAL - SECRETARIA DE

ACTUACION JUDICIAL

Contesta vista.
 

Señores Jueces de Cámara:

                                   Llegan las actuaciones CNE 9705/2025/1 

en  vista  a  este  Ministerio  Público  en  razón  del recurso  de

apelación interpuesto por los señores Alejandro Ángel Carrancio,

Juan  Esteban  Osaba  y  Luciano  Martín  Gómez  Alvariño  -en  su

carácter de apoderados de la alianza La Libertad Avanza- contra

la resolución del Sr. Juez Federal del Distrito que resolvió “…I.-

Tener presentes las renuncias presentadas por los candidatos a

Diputados Nacionales de la agrupación La Libertad Avanza, José

Luis Espert (candidato a Diputado Nacional  Titular N°1),  Lucía

Elizabeth Benardoni (candidata a Diputada Nacional Titular N°34)

y María Gabriela Gobea (candidata a Diputada Nacional Suplente

N°5)….  II. Declarar la inconstitucionalidad de la aplicación del

art. 7 del Decreto 171/19 para el reemplazo del primer candidato

titular de la lista, conforme los alcances establecidos en el punto

VII de los considerandos de la presente… III.- No hacer lugar a

los corrimientos solicitados por la alianza La Libertad Avanza, y

adecuar la lista de candidatos a Diputados Nacionales –Distrito

Buenos Aires– de la alianza “LA LIBERTAD AVANZA” para el acto

eleccionario  del  día  26  de  octubre  de  2025,  la  que quedará

conformada según el detalle del anexo I de la presente…”. 

                                   I.- Luego de repasar los antecedentes del

caso,  los  recurrentes  expusieron  sus  agravios  en  lo  relativo

al ejercicio  legítimo  de  la  facultad  reglamentaria  del  Poder

Ejecutivo Nacional y afirmaron que “[lejos de constituir un exceso

reglamentario,  el  decreto  es  un  acto  de  ejecución  normativa

legítimo dictado al amparo del art. 99 inc. 2° CN, preservando la

finalidad de la Ley 27.412 y la intercalación paritaria del art. 60

bis CEN”.

                                    Asimismo,  alegaron  lo  que  a  su  juicio

constituye una interpretación errónea del precedente “Juntos por

el  Cambio”  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia  de  la  Nación  y
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sostuvieron  la  arbitrariedad  de  la  decisión  en  revisión,

argumentando acerca de aplicación de la “Jurisprudencia de la

Cámara Nacional Electoral” (punto 3 del escrito recursivo).

                                    Finalmente,  se  refirieron  a  lo  que

entienden  que  constituyen  una  serie  de  arbitrariedades  y

contradicciones  de  la  sentencia,  e  indicaron  -bajo  el  acápite

“Afectación  institucional  y  regresividad”-  que  “[l]a  sentencia

apelada  genera  inseguridad  jurídica  y  desestabiliza  la

previsibilidad del régimen electoral, vulnerando los artículos 16,

37 y 38 de la Constitución Nacional”.

                                    Habida  cuenta  de  la  vista  con  carácter

urgente y habilitación de días y horas que ha sido corrida por el

Tribunal,  para  ser  breve,  me  remito  a  los  desarrollos

argumentales del recurso como, así también, al contenido de los

traslados  agregados  al  incidente,  contestados  por  la  Alianza

Potencia,  Unión Federal  y  Luis  Eduardo Sprovier ejerciendo la

representación letrada de la Licenciada Malena Galmarini.

                                    II.- Como  cuestión  preliminar  no  puedo

dejar  de señalar  que,  desde el  punto de vista  de los  aspectos

fácticos,  el  caso  se  presenta  como  un  supuesto  sumamente

singular. En este sentido, según la opinión del Ministerio Público

Fiscal,  es  correcta  la  caracterización  del  Sr.  Juez  Federal  en

cuanto a la peculiaridad: la vacancia, por renuncia, de un varón

que  encabeza  una  lista  de  Diputados  Nacionales.  Ese  es  el

supuesto de hecho sobre la base del cual corresponde repasar el

derecho aplicable y sus consecuencias concretas.

                                   Esto va dicho en un sentido específico. La

Fiscalía  no  ha  advertido  la  existencia  de  un  precedente  que

permita  resolver  el  caso  por  su  sustancial  analogía.  Los

antecedentes traídos a colación especialmente por los recurrentes

-“Crexell”  y  “Souto”-,  por  supuesto  permiten  nutrirse  de  los

principios que los informan pero,  según mi opinión,  ninguno de

ellos resulta apto como caso sustancialmente análogo para decidir.

                                    El  primero,  porque  la  vacancia

involucraba  la  configuración  de  una  lista  de  candidatos  y

candidatas al Senado de la Nación que, ya desde el punto de vista

de la oferta electoral y, por ende, la conformación de esas listas

supone  un  panorama  completamente  distinto  al  supuesto  de

Diputados Nacionales de un distrito que renueva,  por turno,  35

cargos a la Cámara de Diputados.

                                   Del mismo modo, y siempre de acuerdo a

la opinión de este Ministerio Público,  la singularidad apuntada
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por el  magistrado de la instancia anterior -renuncia del  primer

candidato  varón  de  la  lista-,  distancia  este  supuesto  de  lo

oportunamente resuelto por el Tribunal en el precedente “Souto”.

Aquí,  no  solo  se  trata  de  que  las  reglas  de  reemplazo fueran

reguladas por el  art.  164 CEN, sino de la circunstancia fáctica,

dirimente  creo,  acerca  del  lugar  de  la  lista  que  ocupaban  los

intervinientes en disputa.

                                   III.- Sobre esta base, estoy en condiciones

de  adelantar  que  el  Ministerio  Público  Fiscal  propondrá  al

Tribunal  confirmar la decisión en revisión sobre la base de las

consideraciones que siguen.

                                    El  artículo  60  bis  del  Código  Electoral

Nacional -que justamente fue incorporado por la ley de paridad de

género Nro.  27.412-,  resulta en el  plano infra constitucional,  la

ley que termina por regir el caso. Para completar el análisis,  es

preciso  recurrir  a  normas  que,  en  términos  de  supremacía

constitucional,  son de menor jerarquía: el  decreto reglamentario

Nro. 171/2019.

                                    Y  esto  es  así  porque  producto  de  las

renuncias  acompañadas  por  los  Sres.  apoderados,  es  preciso

retrotraer el análisis de la cuestión a la regulación normativa de

oficialización de las listas de candidatos. Al menos comenzar allí.

                                   En este sentido, la parte pertinente de la

ley  electoral  indica  que  “[l]as  listas  de  candidatos/as  que  se

presenten para la elección de senadores/as nacionales, diputados/

as nacionales y parlamentarios/as del Mercosur deben integrarse

ubicando de manera intercalada a mujeres y varones desde el/la

primer/a  candidato/a  titular  hasta  el/la  último/a  candidato/a

suplente…”.

                                   El ordenamiento de cara a la oficialización

se completa con los requisitos previstos para la oficialización y su

parte final que remite al artículo siguiente: “[n]o será oficializada

ninguna  lista  que  no  cumpla  estos  requisitos  ni  que  incluya

candidatos/as que no hayan resultado electos/as en las elecciones

primarias por la misma agrupación y por la misma categoría por la

que  se  presentan,  salvo  el  caso  de  renuncia,  fallecimiento  o

incapacidad  del  candidato/a  presidencial  de  la  agrupación  de

acuerdo a lo establecido en el artículo 61”.

                                   Me detengo un instante en este punto. El

“corrimiento” por vacancia que el juez ha resuelto para el caso de

una manera determinada, no es ajeno a la ley electoral. De hecho,

para los supuestos de oficialización de listas está incluido en el
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art.  61 que se refiere a ellos en dos supuestos: el  de renuncia,

fallecimiento  o  incapacidad  sobreviniente  de  candidatos

presidenciales  y  para  los  candidatos  o  candidatas  a  cuerpos

legislativos  que  “…no reúne  las  calidades  necesarias”.  En  ese

caso, “se correrá el orden de lista de los titulares y se completará

con el primer suplente, trasladándose también el orden de ésta…”.

                                    Lo que intento señalar es que el sistema

de  corrimientos,  no  es  ajeno  a  nuestra  legislación  electoral,

inclusive en el  marco de la aplicación de la ley  de paridad de

género. Y esto es así porque el “corrimiento” no afecta per se le

ley 27.412. Brevemente: el corrimiento promovido por el juez de

primera instancia se adecúa al art. 60 bis del Código Electoral en

el  marco  de  una  forma  de  ordenar  reemplazos  que  no  es

desconocida ni ajena al Código de fondo y se conforma con la ley

de paridad de género. 

                                   En efecto, el sistema de reemplazos en el

contexto de oficialización de candidatos o candidatas se produce

por “corrimiento” respetando la ley de paridad y, en ese marco, se

ha  resuelto.  Ante  la  renuncia  del  primer  candidato  varón  a

Diputado  Nacional,  el  juez  de  la  instancia  anterior  realizó  el

corrimiento de la lista en los términos del art. 60 bis CEN -agrego

lo dicho respecto del art. 61-, porque la vacancia del primer lugar;

dicho de un modo sencillo, que todos/as suban un lugar en la lista,

lejos de afectar la paridad reclamada por la ley, la sostiene ilesa.

                                    La  problemática  proviene  de  la  norma

reglamentaria derivada. El artículo 7° del decreto 171/2019.

                                    Sucede  que  el  decreto  reglamentario

171/2019 en su pretensión de cubrir la “laguna” del sistema de

reemplazos  para  supuestos  de  candidatos  o  candidatas

oficializados mas no electos, también fue dictado al amparo de los

principios  que  impulsaron  la  sanción  de  la  ley  27.412.  Por  lo

pronto, el art. 37 de la Constitución Nacional y el artículo artículo

7° de la CEDAW -por sus siglas en inglés- en tanto dispone “que

los  Estados  Partes  deberán tomar las  medidas  apropiadas  para

eliminar la discriminación contra la mujer en la vida política y

pública del país, garantizando la igualdad de condiciones con los

hombres en relación con la posibilidad de ser elegidas para todos

aquellos cargos que sean objeto de elecciones públicas”.

                                    Una  aplicación  literal  de  la  norma  de

sustitución  en  el  contexto concreto  del  caso,  para  empezar,

contradice el principio de progresividad y no discriminación en lo

que a derechos de participación política de las mujeres se refiere. 
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                                   La sola invocación del Decreto, no permite

una interpretación como la traída a colación por los  apelantes.

Esto es, un “idéntico derecho para los hombres” que, dicho sea de

paso, tampoco es una situación verificable en el expediente que se

ha  presentado  como  un  caso  propuesto  por  los  apoderados

partidarios y no producto de la interacción de los interesados. 

                                    Invocar una protección a los derechos de

candidatos hombres -en cita, según entiendo, descontextualizada

del caso “Ciudad Futura”-  que no han hecho manifestación alguna

en este trámite resulta, cuanto menos, conjetural. Puede decirse

más. De la petición, junto a las renuncias acompañadas de otras

dos mujeres en el declarado intento de adecuar el supuesto a una

condición  puntual  del  caso  “Crexell”,  puede  seguirse  una

consecuencia tal vez no deseada por los propios apoderados, pero

que altere la paridad que dicen garantizar.

                                    Del  mismo  modo,  la  aplicación  del

decreto, insisto fundado en la normativa legal y supra legal que

promueve, fomenta y garantiza la expansión de la participación de

los  derechos  de  participación  política  de  las  mujeres,  para  el

supuesto de hecho que se debate, pone en crisis la aplicación del

art. 60 bis del Código Nacional Electoral y llevado a la propuesta

de los recurrentes aún más: se contrapone con la progresividad de

las  acciones  afirmativas  que,  por  cierto,  es  una  promesa

constitucional.

                                    Según  la  opinión  de  la  Fiscalía,  la

reglamentación del Decreto 171/2019 aplicada al caso, tiene por

principio  un  problema  de  razonabilidad  técnica  (art.  28  CN)

respecto del art. 60 bis Se trata de la incompatibilidad entre los

medios  reglamentarios  y  los  fines  de  aquello  que  se  pretende

reglar. Las normas de carácter general y abstracto, aun cuando lo

pretendan, no tienen la posibilidad de prever todos los supuestos

concretos que en un futuro se presentarán para su aplicación, este

es uno de ellos. 

                                    Por  esta  razón  la  relación  de  medios  –

fines en clave de razonabilidad de la reglamentación, resulta un

ejercicio necesario y conducente para la decisión judicial que, a

diferencia de las competencias de legislación -en sentido amplio-,

resuelven casos concretamente configurados. 

                                    Pero  además,  y  aquí  involucro  ya

directamente los  principios  propios  de las  acciones  afirmativas

para  garantizar  los  derechos  de  participación  política  de  las

mujeres,  tal  como  ha  señalado  el  magistrado  de  la  instancia
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anterior,  la  reformulación  propuesta  por  los  apoderados

reclamantes  producto  de  las  renuncias  presentadas  en  el

expediente  supone,  no  solo  que  la  segunda  candidata  deje  de

ascender  un  lugar  en  la  lista,  sino  que otros  16  candidatos

varones  queden  en  mejor  posición  de  ser  electos  y  pasen  por

encima  de  las  candidatas  mujeres  que  originalmente  se  les

anteponían.  No es una conjetura: no solo la segunda candidata,

sino una parte importante del grupo histórica y estructuralmente

en desventaja en favor del cual se promueve la acción afirmativa,

sería lesionado producto de su aplicación.

                                    Recuérdese que “la ley de paridad no es

una casualidad, sino que tiene que ver, justamente, con el avance

de los derechos políticos de las mujeres,  una larga historia que

comenzó con las luchas de todas aquellas mujeres que militaban

por el voto femenino” (cf. Senado de la Nación, intervención de la

Senadora Sacnun,  ob.  cit.)  y  que "[e]l  espíritu de esta sanción

debe centrarse en el artículo 37 de la Constitución Nacional" (cf.

Diputados  de  la  Nación,  Inserción  solicitada  por  la  Diputada

Mendoza - M.S., ob. cit.). (La cita que ha reiterado en numerosas

oportunidades el Tribunal, corresponde a un caso de participación

en la vida interna de los partidos políticos, CNE 4000122/1971/

CA4)

                                    En este sentido, en el marco de la tutela

de  la  igualdad  de  oportunidades  sobre  los  derechos  y

participación política de las mujeres, el art. 37 de la Constitución

Nacional contiene un mandato muy explícito con pretensiones de

futuro: la igualdad de oportunidades entre varones y mujeres será

“real” y se “garantizará” por acciones positivas en la regulación

infra constitucional que, de acuerdo al  art.  75 inc.  23, implican

“el  pleno goce y ejercicio de los derechos reconocidos por esta

Constitución  y  por  los  tratados  internacionales  vigentes  sobre

derechos humanos”. Además, esas acciones afirmativas a las que

alude el art. 37, “no podrán ser inferiores a las vigentes al tiempo

de sancionarse esta Constitución” (cláusula transitoria segunda).

                                    Esta  disposición  transitoria  de  la

Constitución de 1994,  opera de una manera directa sobre otras

consideraciones concretas en cuanto a la configuración del caso

como un supuesto regresivo por aplicación de la ley de paridad y

su  reglamentación  respecto  la  anterior  “ley  de  cupo”  (ver

dictamen  del  Ministerio  Público  Fiscal  en  el  Expte. CNE

13245/2024/CA1).
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                                    Efectivamente,  la  denominada  ley  de

paridad ha sido el último mojón legislativo en materia de derechos

y participación política de las mujeres que recogió una serie de

principios  constitucionales  y  convencionales  que  suponen  un

fortalecimiento de los estándares de participación y acceso a los

cargos públicos, sobre la base de acciones afirmativas tendientes

a reparar desigualdades estructurales entre varones y mujeres en

este ámbito y, por mandato constitucional, no pueden resultar, sea

un abstracto, sea en su aplicación concreta, como una regresión

para, justamente, los derechos que pretende promover, desarrollar

y expandir.

                                    Por  lo  tanto  “tales  prescripciones  se

enmarcan -como se señaló- en una concepción progresiva de los

derechos  fundamentales  que  no sólo  requieren  del  Estado una

posición de mero garante neutral  o abstencionista,  sino que le

encomienda remover los  obstáculos  para hacer verdaderamente

efectiva  la  realización  de  tales  derechos,  en  el  caso,  a  la

participación política”  (cf.  Expte.  Nº 6713/2016/CA1,  sentencia

del 21 de abril de 2017).

                                   Ya he tenido oportunidad de recordar que

el  Tribunal  tiene dicho que la efectiva vigencia de una acción

afirmativa  depende  de  las  circunstancias  del  caso  concreto.

Efectivamente,  “…corresponde  señalar  que  las  acciones

afirmativas establecen un trato formalmente desigual orientado a

lograr una igualdad material. Tanto en el derecho de los Estados

Unidos -en el que ha tenido mayor aplicación la doctrina de las

"acciones  afirmativas"  o "discriminación inversa"-  cuanto en  el

derecho comunitario europeo se ha establecido que las acciones

afirmativas  deben  interpretarse  examinando  con  precisión  las

circunstancias de cada caso…” (Expte.  Nº CNE 6459/2019/CA1,

en la decisión del 21 de octubre de 2019).

                                   En este sentido, Roberto Saba explica que

el requisito de “ser mujer”, justificaría una distinción de trato “si

condujera al desmantelamiento de la situación de subordinación,

porque  sería  relevante  -y  constitucionalmente  requerido-  para

brindar un trato privilegiado justificado a las mujeres” 

                                    Es  más,  agrega  el  autor,  que  “en  un

contexto de exclusión de las mujeres… sería inconstitucional -por

contrario a la idea de igualdad como no sometimiento- establecer

algún  tipo  de  privilegio  para  los  varones.  Por  este  motivo  el

principio de igualdad requiere acciones afirmativas respecto de

las mujeres y no justifica las acciones afirmativas para varones en
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dicho contexto.” (Aut. cit., Mas allá de la igualdad formal ante la

ley, Siglo XXI editores, pp. 64-65).

                                    En este aspecto, las pautas previstas por

el  Código  Electoral  junto  a  los  arts.  8  y  9  del  Decreto

Reglamentario  1246/2000  de  la  denominada  “ley  de  cupo”,

supondría para la segunda candidata y  todas las demás que se

propone relegar,  una mejor posición para sus derechos que,  por

imperio  de  una  acción  afirmativa  posterior  -que  por  mandato

constitucional  tiene que poner en mejores condiciones al  grupo

estructuralmente  desventajado-,  termina  por  perjudicar  al

colectivo.

                                    En  este  aspecto,  ha  sostenido  el  Dr.

Corcuera  que  “…no  resulta  una  hermenéutica  aceptable

establecer un trato preferencial a un grupo que no es el protegido

por el régimen legal vigente -cuya constitucionalidad no ha sido

cuestionada- y que solo implicaría acentuar las diferencias que las

acciones  reseñadas  intentan equiparar a fin  de lograr un trato

justo  y  equitativo  para  las  integrantes  del  colectivo

tradicionalmente  desaventajado…  Interpretar  lo  contrario,

importaría que la existencia misma de las leyes que regulan la

participación política de las mujeres carecerían de todo sentido y

supondría la paradoja de que una norma sancionada en su favor se

aplicaría en su perjuicio” (del  su voto en disidencia en “Ciudad

Futura”, Expte. Nº CNE 5385/2017/1/CA1).

                                    La  paradoja  que,  bajo  otra  legislación,

destacó el  Dr.  Corcuera  -esto  ya  lo  he  dicho y  lo  reitero-,  no

debería regresar en forma de burla.

                                   De hecho, en el contexto del debate sobre

la ultra o retroactividad de la ley  Nro.  24.012 que el  Tribunal

abordó  en  el  precedente  Cáceres,  el  magistrado  en  su  voto

concurrente sostuvo que “[s]in  embargo,  la aplicación literal  y

directa de la pauta de sustitución por personas del mismo género

conduce en este singular caso -tal como ocurrió en el Expte. Nº

CNE 6459/2019/CA1 antes citado- a una solución contradictoria

con la finalidad de la propia ley, que no es otra que la protección

de la mujer en cuanto a las oportunidades efectivas de acceder a

cargos públicos electivos, e importaría resguardar a otro grupo (el

de hombres) que no es el que tradicionalmente se ha encontrado

en una condición real de inferioridad y que no ha sido el que ha

guiado al legislador al momento de su sanción” (Expte. Nº CNE

9467/2019/CA1, resuelto el 11 de febrero de 2020).
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                                    En  definitiva,  en  el  análisis  de

razonabilidad  medio-fines,  resulta  francamente  incompatible  en

los  términos  de  la  ley  27.412  y  su  reglamentación,  que  la

promoción del  derecho de participación resulte beneficiar a un

hombre que en modo alguno integra el grupo desventajado que se

tuvo en miras favorecer.

                                   Ahora, los artículos 3 y 7 de la Convención

de  la  CEDAW,  no solo  son  letra  constitucional  de  garantía  de

fortalecimiento de la participación de las mujeres en la actividad

política y la decisión de los asuntos públicos, sino que reclamen

medidas  “incluso”  legislativas,  esto  es,  medidas,

fundamentalmente,  “de  otro  carácter”  en  los  términos  de  la

CADH. No son otras que intervenciones concretas del sistema de

justicia tendientes a desarmar o revertir situaciones concretas de

desigualdad. 

                                   En estos términos, recurro a la lectura que

el Tribunal ya ha realizado en varias oportunidades con el objeto

de  que  se  advierta  que  la  aplicación  directa  de  la  pauta  de

sustitución del decreto reglamentario aplicable al caso, conduciría

a una solución contradictoria con la finalidad esencial  de la ley

27.412 y regresiva respecto de la regulación constitucional  que

dispone el  carácter progresivo de los derechos de participación

política de las mujeres. 

                                    Según  tradicional  y  consolidada

jurisprudencia del Tribunal, la hermenéutica de un precepto legal

no se agota con la remisión a su texto, sino que debe indagarse,

también, lo que ella dice jurídicamente, dando pleno efecto a la

finalidad de la norma, y computando la totalidad de sus preceptos

de manera que armonicen con el ordenamiento jurídico restante y

con  los  principios  y  garantías  de  la  Constitución  Nacional

(Competencia FSM 306/2015/T01/5/CS1,"Izquierdo, Jorge Luis s/

secuestro  extorsivo",  fallada  el  16  de  abril  de  2019.  En  igual

sentido,  Fallos:  307:2153;  313:1223;  323:3289;  329:872;

333:1224; 338:386; entre otros).

                                    Y que “[a]simismo, la Corte ha sostenido

desde antiguo que ‘la primera regla de interpretación de las leyes

es dar pleno efecto a la intención del legislador’ (Fallos: 182:486;

184:5;  186:258;  200:165;  281:147;  302:973;  306:940;  312:529;

316:2695; 328:4655; 338:1156;339:323; entre muchos otros), ‘sin

que ésta pueda ser obviada por posibles imperfecciones técnicas

de su instrumentación legal’  (Fallos:  290:56; 291:359;312:1484;

313:1670;  325:350;  327:887,  4241,  5649;  328:293;  329:3546).
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Ello  se  debe  a  que,  en  virtud  del  principio  constitucional  de

división de poderes,  ‘los jueces no deben sustituir al  legislador

sino aplicar la norma tal como éste la concibió’ (Fallos: 300:700;

306:1597;  312:888;  316:2561,  2695;  320:1962;  321:1614;

322:752; 324:1740; 325:3229; 329:5567; 338:386; entre otros).

                                    En definitiva,  bajo la interpretación que

pretenden los recurrentes, asignar el derecho al tercer diputado,

no solo conspira contra la finalidad misma de la ley de paridad

como medida de acción positiva tendiente a garantizar la igualdad

real  de oportunidades sino que,  además en el  caso concreto -al

suponer  una aplicación  regresiva  respecto  de  la  ley  de  cupo-,

atenta  contra  el  carácter  progresivo  de  los  derechos  de  las

mujeres que prometió el  propio Estado que además,  por cierto,

podría  ver  comprometida  su  responsabilidad  internacional  de

acuerdo a  los  compromisos  asumidos  tanto  en  el  marco de  la

CEDAW, como del  Sistema Interamericano de Protección de los

Derechos Humanos.

                                    Por  todo  lo  expuesto,  la  Fiscalía  con

competencia  ante  el  Tribunal  propone  a  los  Sres.  Jueces  de

Cámara  que,  en  los  términos  dictaminados,  se  confirme  la

decisión en revisión. 

Fiscalía Federal Nro. 1, 10 de octubre de 2025.- 

Ramiro González

Fiscal Federal
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CAUSA: “Alianza La 

Libertad Avanza – distrito 

Buenos Aires 

s/oficialización de 

candidaturas. Elección 

general – 26 de octubre de 

2025" (Expte. Nº CNE 

9705/2025/1/CA2)

BUENOS AIRES

 

Buenos Aires, 11 de octubre de 2025.

Y VISTOS: Los autos “Alianza La Libertad

Avanza – distrito Buenos Aires s/oficialización de

candidaturas. Elección general – 26 de octubre de 2025"

(Expte. Nº CNE 9705/2025/1/CA2), venidos del juzgado

federal con competencia electoral de Buenos Aires en

virtud del recurso de apelación interpuesto y fundado a

fs. 33/53  contra la resolución de fs. 21/32, obrando

las contestaciones a fs. 110/120 y a fs. 122/130, el

dictamen del señor fiscal actuante en la instancia a

fs. 134/143, y

CONSIDERANDO:

1°) Que a fs. 21/32 el señor juez

de primera instancia resuelve –en virtud de las

renuncias presentadas por un candidato y dos candidatas
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a diputados/as nacionales de la alianza La Libertad

Avanza- “[d]eclarar la inconstitucionalidad de la

aplicación del art[ículo] 7 del Decreto [Nº] 171/19

para el reemplazo del primer candidato titular de la

lista” y, en consecuencia, “[n]o hacer lugar a los

corrimientos solicitados por la [agrupación]”.

Para así decidir, sostiene que “la

reglamentación resulta una derivación lógica del texto

legal para cualquier vacancia de una lista de

candidatos, pues garantiza la forma intercalada que

exige la norma legal, menos para el caso de quien

encabeza la lista […] [p]orque, junto con el último

suplente, se trata del único puesto de la lista de

candidatos/as que, al quedar vacante, no afecta la

paridad de género, […] al no […] modifica[r] la

alternancia exigida por el citado art. 60 bis del

Código Electoral Nacional”.

Considera, asimismo, que en el caso

“el origen de la vacancia […] resulta especialmente

relevante”.     

Contra esta decisión, los

apoderados de la agrupación apelan y expresan agravios

a fs. 33/53.

Alegan que “lo dispuesto por el

artículo 7° del Decreto 171/2019 […] se apegó al texto

de la ley y dispuso la aplicación del mismo mecanismo

establecido en el artículo 164 del Código Electoral

Nacional”, por lo que –según invocan- “[e]n modo alguno
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podría afirmarse que la pauta dispuesta viola el

espíritu de la norma cuando toma un criterio propio de

la misma norma que reglamenta”.

Consideran, asimismo, que se

“opta[] por arribar a una solución que resulta

claramente contraría a lo dispuesto por el artículo 60

bis del Código Electoral Nacional”.

Solicitan, en consecuencia, que se

“declar[e] […] la aplicabilidad del artículo 7° del

Decreto 171/2019” y se “oficiali[ce] la lista

acompañada oportunamente por [la a]lianza”.

 A fs. 134/143 emite dictamen el

señor fiscal actuante en la instancia.

2°) Que en el  sesub examine

cuestiona la aplicación del régimen vigente a la luz de

las disposiciones que tutelan la igualdad de género en

el ejercicio de los derechos políticos, lo que impone

recordar la naturaleza de los derechos en juego. Máxime

si se tiene en cuenta que, como se ha explicado en más

de una oportunidad, la ley Nº 27.412 -de paridad de

género- legisla sobre una materia de orden público (cf.

doctrina de Fallos CNE 1567/93; 1568/93; 1836/95;

2921/01; 2944/01; 2984/01, entre otros), por lo cual no

es disponible por los interesados (cf. arg. Fallos CNE

2918/01; 2944/01; 2951/01, entre muchos otros).

3°) Que en este marco, nuestro país

ha seguido los principios consagrados en el orden

internacional que en materia electoral y de partidos
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políticos se pronuncian claramente en favor de una

participación igualitaria y sin discriminaciones

fundadas en meros prejuicios entre varones y mujeres,

contenidos en la Convención Americana sobre Derechos

Humanos, en el Pacto de Derechos Civiles y Políticos y

en la Convención contra toda forma de Discriminación de

la Mujer (cf. Expte. Nº 6713/2016/CA1, sentencia del 21

de abril de 2017). 

Así, nuestro poder legislativo

estableció mediante la ley vigente –N° 27.412- la

paridad de género en ámbitos de representación política

y determinó que “[l]as listas de candidatos/as que se

presenten para la elección de senadores/as nacionales,

diputados/as nacionales y parlamentarios/as del

Mercosur deben integrarse ubicando de manera

intercalada a mujeres y varones desde el/la primer/a

candidato/a titular hasta el/la último/a candidato/a

suplente” (cf. art. 60 bis, del Código Electoral

Nacional).

Asimismo, y vinculado con la

cuestión planteada en el , decidiósub examine

establecer –entre otras cosas- el modo en que debía

procederse frente los supuestos de sustitución por

renuncia de un/a diputado/a nacional (cf. art. 164 del

Código Electoral Nacional) disponiendo que debe hacerse

con personas “de su mismo sexo”.

4º) Que, en tal contexto y frente a

los planteos efectuados con relación a esta última

disposición, este Tribunal tuvo la oportunidad de
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pronunciarse (cf. Expte. Nº CNE 1572/2020/CA1,

sentencia del 28 de septiembre de 2021; Exptes. Nº CNE

3591/2020/CA1 y N° CNE 8828/2021/CA1, sentencias del 12

de abril de 2022 y Expte. Nº CNE 13245/2024/CA1,

sentencia del 25 de noviembre de 2024), advirtiendo que

-aun cuando pudieran formularse consideraciones acerca

de la conveniencia del criterio legislativo adoptado-,

lo cierto es que el legislador optó por una solución

dentro de un panorama de posibles alternativas y se

concluyó, entonces, que rechazar su aplicación en los

casos expresamente previstos privaría de sentido a la

norma, desconociendo la voluntad legislativa.

5º) Que, en tal escenario, el

decreto Nº 171/19 –reglamentario de la ley 27.412-

prevé expresamente una pauta análoga a la del Código

Electoral Nacional al disponer que “[c]uando un

precandidato o precandidata o un candidato o candidata

oficializado u oficializada falleciera, renunciara, se

incapacitara permanentemente o fuera inhabilitado por

cualquier circunstancia antes de la realización de las

elecciones Primarias, Abiertas, Simultáneas y

Obligatorias o de las elecciones generales, será

reemplazado por la persona del mismo género que le

, debiendo realizar la agrupaciónsigue en la lista

política o en su caso la Justicia Electoral, los

corrimientos necesarios a fin de ordenarla respetando

los requisitos de conformación paritaria establecidos

en el artículo 60 bis del Código Electoral Nacional”

(subrayado agregado).
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6°) Que en ese orden de ideas, y de

conformidad con los criterios delineados por nuestro

Máximo Tribunal en Fallos 342:2009 (“Juntos por el

Cambio s/oficialización de candidatura. Elección

general – comicios 27 de octubre de 2019”, Expte. Nº

CNE 006459/2019/CS001) no se advierte “que el decreto

fij[e] una regla de sustitución que no surj[a], al

menos en forma explícita, de la ley que pretende

reglamentar”. Ello así, pues –por el contrario- la

disposición cuestionada es consecuente y concordante

con lo previsto en el Código Electoral Nacional para la

sustitución de un/a diputado/a nacional, cuya validez

constitucional –como se vio (cf. cons. 4°)- ya ha sido

declarada por este Tribunal.

De tal manera, en el caso se

encuentran reunidas las premisas fijadas por la Corte

Suprema de Justicia de la Nación a los efectos de

concluir que, siempre que se respete el requisito de

alternancia de género exigido por el artículo 60 bis

del Código Electoral Nacional, su aplicación literal

resulta válida (Fallos cit.).

Tal como se señaló, la cuestión

atinente a la condición de titular es una “regulación

[]diferente a la establecida para el caso de los

diputados en el artículo 164 del Código Electoral” y

“se debe a un propósito específico que tiene en cuenta

las especiales características del modo de elección de

senadores nacionales” (Fallos cit.).
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7°) Que en virtud de las

consideraciones hasta aquí formuladas, no puede

entenderse -como afirma el - que “laa quo

reglamentación […] gener[e] un efecto contrario al

espíritu de las normas legales y constitucionales que

debería reglamentar” y -por lo tanto- que, con su

dictado, se hubiera incurrido en un exceso

reglamentario que la transforme en ilegítima por

vulnerar una norma de superior jerarquía.

En efecto, la sola circunstancia de

que “[l]a vacancia de quien encabeza una lista de

diputados no afect[e] la intercalación de género

establecida en el art[ículo] 60 bis del C.E.N.” no

resulta justificación suficiente para entender que “la

reglamentación del decreto, en ese caso, result[e]

arbitraria y totalmente desvinculada de la previsión

legal”. No se observa, así, el cumplimiento de las

exigencias necesarias para demostrar que existe -fuera

de toda duda- una violación constitucional que autorice

a apartarse de la solución que se contempló, en forma

expresa, para situaciones como la que motiva estas

actuaciones.

Por lo demás, y más allá de los

reparos que eventualmente pudieran merecer escenarios

como los reseñados por el señor juez de primera

instancia, no puede entenderse que “el origen de la

vacancia […] result[e] especialmente relevante dado que

el fallecimiento o la incapacidad, a diferencia de la

renuncia, son hechos jurídicos involuntarios que no se
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encuentran bajo el dominio de las partes interesadas,

es decir, no se tratan de una mera decisión de los

candidatos y/o la agrupación política”. 

Basta señalar, en este sentido, que

del texto de las normas vigentes no se advierten

distinciones entre los supuestos susceptibles de

motivar un reemplazo en las categorías legislativas,

por lo que la interpretación ensayada sobre esa base no

puede prosperar, pues, como es sabido, no cabe

distinguir donde la ley no lo hace.

De este modo, el magistrado se

apartó injustificadamente de la letra de la norma

aplicable para fundar una inconstitucionalidad basada

exclusivamente en su singular interpretación subjetiva,

desatendiendo la jurisprudencia establecida por esta

Cámara en casos de sustancial analogía para la

categoría de cargos en cuestión (diputados nacionales),

y tergiversando la aplicación de un precedente dictado

en un supuesto diferente y para otra categoría

(senadores nacionales).

8°) Que la Corte Suprema de

Justicia de la Nación ha señalado que la primera regla

de interpretación de las leyes es dar pleno efecto a la

intención del legislador, y que la primera fuente para

determinar esa voluntad es la letra de la ley (Fallos

308:1745, entre muchos otros). Cabe señalar que las

normas aplicables son claras en este aspecto.
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Por lo demás, “la inconsecuencia o

falta de previsión jamás se supone en el legislador, y

por esto se reconoce como un principio inconcuso que la

interpretación de las leyes debe hacerse siempre

evitando darles aquel sentido que ponga en pugna sus

disposiciones, destruyendo las unas por las otras, y

adoptando como verdadero el que las concilie y deje a

todas con valor y efecto" (Fallos 1:300 y 278:62) y que

"es función de los jueces la realización efectiva del

derecho en las situaciones reales que se les presentan,

conjugando los enunciados normativos con los elementos

fácticos del caso" (Fallos 302:1611, entre muchos

otros).

En tal sentido, debe recordarse que

es una regla de hermenéutica no buscar fuentes de

interpretación subsidiarias cuando el texto de la ley

es claro y no corresponde realizar interpretaciones

extensivas ni tampoco efectuar distinciones cuando el

legislador pudo haberlo hecho y claramente no lo hizo.

9°) Que, por otra parte, no puede

dejar de recordarse que si bien el control de

constitucionalidad es una de las facultades inherentes

al Poder Judicial de la Nación (cf. Fallos 322:1726),

lo cierto es que la declaración de inconstitucionalidad

de un precepto normativo –además de constituir la más

delicada de las funciones susceptibles de encomendarse

a un tribunal de justicia, ya que configura un acto de

suma gravedad que debe ser considerado como la última

ratio del orden jurídico, por lo que no debe recurrirse
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a ello, sino cuando una estricta necesidad lo requiera

(cf. Fallos 324:3219, voto de los jueces Fayt y

Belluscio; 327:1899, del dictamen de la Procuración

General, al que remite la Corte; 327:4495 voto de la

juez Highton de Nolasco)- no puede sustituir las

funciones que constituyen la competencia funcional del

Congreso de la Nación, como órgano investido del poder

de reglamentar los derechos y garantías reconocidos en

la Constitución Nacional con el objeto de lograr la

coordinación entre el interés privado y el interés

público (cf. Fallos 155:248; 241:291, votos de los

jueces Aráoz de Lamadrid y Oyhanarte; 272:231; 308:2268

y sentencia del 15 de junio de 2010 en Expte. T. 117

XLVI, entre otros).

10) Que a la luz de esas premisas,

cabe señalar que toda regulación jurídica, como la del

sistema de paridad de género que aquí se discute, debe

ser interpretada en su integralidad y no exclusivamente

a partir de supuestos puntuales que, examinados de

manera aislada, pueden aparentar efectos

contradictorios.

El mecanismo de paridad establecido

por la ley 27.412 y su decreto reglamentario

(171/2019), puede presentar imperfecciones técnicas en

determinados escenarios de aplicación, sin que ello

invalide per se el propósito de la regulación en su

conjunto ni autorice a los jueces a sustituir el

criterio adoptado por los representantes del pueblo al

definir las normas de implementación.
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En un Estado constitucional de

derecho, los tribunales de justicia no disponen de la

libertad de apartarse de las leyes dictadas por los

representantes del pueblo de la Nación ni de sus normas

reglamentarias –que son producto del ejercicio de la

soberanía popular- cuando sus previsiones son

inequívocas. Actuar de modo divergente con fundamento

en visiones personales o ancladas en lecturas impropias

del derecho, pone en grave riesgo el sistema

republicano y nos conduce a lo que tantas veces se ha

calificado como el gobierno de los jueces. Conductas de

tal naturaleza siembran dudas acerca de la legitimación

del poder judicial para ejercer las funciones del

control de constitucionalidad y -tarde o temprano- su

propio rol en el sistema democrático.

En tal sentido, desde antiguo se ha

sostenido que la misión más delicada que compete al

Poder Judicial es la de saber mantenerse dentro de la

órbita de su jurisdicción, sin menoscabar las funciones

que incumben a los otros Poderes, toda vez que es el

judicial el llamado por la ley para sostener la

observancia de la Constitución Nacional, y de ahí que

un avance de este poder en desmedro de las facultades

de los demás revestiría la mayor gravedad para la

armonía constitucional y el orden público (Fallos 1:36;

53:420; 155:248; 311:2580; 321:1252, entre muchos

otros).

Al respecto se ha explicado que si

bien el ejercicio inconstitucional del poder por las
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ramas ejecutiva y legislativa del gobierno está

sometido al control judicial, el único freno impuesto a

este último es su propio sentido de autorrestricción

(voto del juez Stone, en “United States v. Butler”, 297

U.S. 1 -1936). Esta autorrestricción del Poder Judicial

redunda en beneficio del sistema republicano de

gobierno, sin afectar en modo alguno su misión

esencial, la que -por el contrario- se ve de tal modo

fortalecida (Fallos CNE 3060/2002).

En definitiva, los tribunales de

justicia deben imponerse la mayor mesura, mostrándose

tan celosos en el uso de sus facultades como del

respeto que la ley fundamental asigna, con carácter

privativo, a los otros poderes (cf. Fallos: 242:73;

285:369; 300:241, 1087). De lo contrario, el

magistrado, en ejercicio de una suerte de paternalismo

impropio, podría suprimir -según su particular criterio

y valoración- la norma dictada por los órganos de

gobierno representativos de la ciudadanía -entre ellos,

de los propios justiciables- interfiriendo en las

funciones privativas de los otros poderes sin que nadie

se agravie del modo en que las ejercen (Fallos CNE

3060/2002).

11) Que en tales condiciones,

corresponde revocar la resolución apelada, debiendo el 

adecuar la lista de candidatos a diputados/asa quo 

nacionales de la alianza de autos, en virtud de las

renuncias presentadas, de conformidad con la pauta de

sustitución  establecida en el artículo 7° del decreto
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Nº 171/19, y respetando inexorablemente la previsión de

la alternancia contenida en el artículo 60  delbis

Código Electoral Nacional. 

El criterio que aquí se establece

debe entenderse en consonancia con el rol activo que

esta Cámara ha asumido en la tutela de la igualdad de

género hacia el interior de los partidos políticos, del

mismo modo en que lo ha hecho para los cargos públicos

electivos y en función del razonamiento que se

desprende de un conjunto de pronunciamientos (cf.

Fallos CNE 1568/93; 1585/93; 1586/93; 1593/93; 1595/93;

1863/95, 1865/95; 1866/95; 1867/95; 1868/95; 1869/95;

1870/95; 1873/95; 1984/95; 2669/99; 2878/01 y 2918/01;

3005/02; 3780/07; 5026/13; Expte. N° CNE

4687/2015/1/CA1, sentencia del 21 de julio de 2015;

Expte. N° CNE 6046/2015/CA1, sentencia del 24 de

septiembre de 2015; Expte. N° CNE 6713/2016/CA1,

sentencia del 20 de abril de 2017; Expte. Nº CNE

5385/2017/1/CA1, sentencia del 13 de julio de 2017;

Expte. Nº CNE 6459/2019/CA1, sentencia del 24 de

octubre de 2019; Expte. Nº CNE 9467/2019/CA1 y Nº CNE

9527/2019/CA1, sentencias del 11 de febrero de 2020;

Expte. Nº CNE 9429/2019/CA1, sentencia del 28 de

febrero de 2020; Expte. Nº CNE 1572/2020/CA1, sentencia

del 28 de septiembre de 2021;  Expte. N° CNE

4000122/1971/CA4, sentencia del 7 de octubre de 2021;

Expte. N° CNE 1085936/1982/1/CA1, sentencia del 12 de

abril de 2022;  Expte. CNE N° 1280/2022/1/CA1,

sentencia del 6 de junio de 2023; Expte. Nº CNE
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13245/2024/CA1, sentencia del 25 de noviembre de

2024; Expte. N° CNE 874/2015/4/CA1, sentencia del 6 de

mayo de 2025, entre otros).

Solo una lectura parcializada de lo

resuelto podría dar lugar a una interpretación que, en

última instancia, resultara extraña al criterio

adoptado por este Tribunal en los antecedentes citados,

que incansablemente se ha se comprometido en favor de

una cultura de equidad de género.

En mérito de lo expuesto, oído el

señor fiscal actuante en la instancia, la Cámara

Nacional Electoral RESUELVE: Revocar la resolución

apelada por los fundamentos de la presente, debiendo el 

 proceder de conformidad con lo señalado.a quo

Regístrese, notifíquese,

comuníquese al juzgado de origen y a la Dirección de

Comunicación y Gobierno Abierto de la Corte Suprema de

Justicia de la Nación (Ac. 10/2025 CSJN).

Oportunamente, devuélvanse estas actuaciones a primera

instancia.

El señor Juez del Tribunal, doctor

Alberto R. Dalla Via, no interviene por encontrarse en

uso de licencia (art. 109 del Reglamento para la

Justicia Nacional).
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